
La importancia y trascendencia de
los intereses que en la jurisdicción de
menores y de familia se proyectan,
exigen la actuación de órganos di-
námicos de actuación prontísima
respecto de los cuales, las norm a s
procesales comunes resultan insufi-
cientes. 

En general, en el campo del Derecho
es dable observar que la especializa-
ción de una determinada rama del
mismo trae como consecuencia la ne-
cesidad de instituciones específicas en
las diversas jurisdicciones y de normas
procesales también específicas. Esto es
lo que ocurrió con otras ramas del De-
recho, y algo similar es lo que está su-
cediendo con el Derecho de Menores y
de Familia. 

La eficaz protección de los intereses
del menor exige normas procesales es-
peciales, basadas en principios infor-
madores tales como la verdad real,
preclusión, orden público, oralidad,
inmediación, concentración, valora-
ción de las pruebas, etc.

Es sobre estos principios en los que tie-
nen que apoyarse o, mejor dicho, se-
mentarse la justicia de menores. 

Principios informadores del Derecho
de Menores

Principio de concentración: Con res-
pecto a este principio, existe doctrina-
riamente una gran polémica al respec-
to. Se planteaba el problema de si un
Juez de Menores debía ser instructor,
juzgador y ejecutor de sentencia.

En algunos países, sobre todo en aque-
llos en que los tribunales de menores tie-
nen carácter represivo, está perf e c t a-
mente diferenciado este proceso de la
instrucción y del juzgamiento y existe el
acusador público y el defensor. Esto lle-
va a la discusión de si desde el punto de
vista de una Ley Tutelar de Menores, de
un Tribunal Tutelar de Menores, es con-
veniente y necesaria la figura del acu-
sador público, del fiscal. El D r. Rafael
S a j ó n considera que el acusador públi-
co no debe existir en un proceso de ca-
rácter eminentemente tutelar1.
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“...No necesitamos una figura del vin -
dicador público si no vamos a castigar
al menor, si no lo vamos a sancionar
penalmente...”

Creo que la figura del acusador no la
necesitamos y hasta me parece impro-
pia en un proceso tan part i c u l a r, como
es el de menores. Podemos protegerlos,
educarlos, reeducarlos, resocializarlos.

En algunos países, tales como Ecuador,
Brasil, inclusive la Argentina; existe un
funcionario que se ocupa específica-
mente de proteger los intereses de los
niños, el Asesor de Menores o también
llamado Defensor de Menores.

Principio de no formalidad procesal o
de flexibilidad de las formas

El Código de Menores de Ecuador es-
tablece: “En ningún caso se sacrificará
la justicia a la sola omisión de las for -
malidades legales”. En el proceso de
menores, es sabido que prevalece la
verdad real por sobre la verdad for-
mal, siempre se hará prevalecer el in-
terés del menor.

Principio dinámico  

El tiempo es importante para el niño,
ya que sus necesidades insatisfe-
chas, que le impiden el desarrollo
pleno, no pueden dilatarse. No reco-
nocer ese lapso implica postergar o

menospreciar aquellos derechos que
garantizados constitucionalmente le
son vulnerados.

La celeridad en el proceso de menores
significa intervenir con velocidad. Este
principio implica la necesidad de re-
solver en forma inmediata, cuestiones
que estarían impidiendo el normal cre-
cimiento del menor.

Jurisdicción especializada

Se advirtió la necesidad en materia de
menores, de contar con organismos
especializados, como presupuesto ele-
mental de una política eficaz en torno
a la minoridad. 

A partir de 1937, en que se establece
el Tribunal de Menores en la Provincia
de Buenos Aires, prosiguen con dicha
implementación las provincias de Men-
doza (1939), San Juan (1947), Santa
Fe (1949), Chaco (1956), Córdoba
(1957), Salta (1961), Santiago del Es-
tero (1968), Formosa (1969), Cata-
marca (1983), Entre Ríos (1991), Co-
rrientes (1970).

La situación de desigualdad en que se
encuentran algunos menores que son
juzgados por organismos no especiali-
zados, frente a algunas provincias que
les otorga a los mismos un tratamiento
específico, nos lleva a rever una nueva
política integral de minoridad2.
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2 Calavantes, en un sentido amplio se define la Jurisdicción como la potestad pública de conocer y
fallar los asuntos, conforme a la Ley, o sea la facultad atribuida al juez para dictar justicia. Calavan-
tes, Tratado, T. I. Biblioteca Jurídica Argentina, Buenos Aires, 1953, pág. 118.
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Las exigencias de especialización, de
actuación rápida, de principios proce-
sales informadores distintos de los im-
perantes en el proceso común, hicieron
necesaria la creación de estos tribuna-
les de menores, los cuales se han ex-
tendido por casi toda América. 

Necesidad de codificación

Siendo el Derecho de Menores un nuevo
derecho autónomo, con fines propios,
con características muy particulares, con
principios propios, con un sistema inte-
gral que cubre todas las necesidades del
m e n o r, es imprescindible aunar en un
cuerpo único toda la legislación existen-
te y que día a día avanza; he ahí la jus-
tificación de su codificación.

Se entiende por ésta, la reunión orde-
nada, sistemática y metódica de todo
derecho positivo vigente. 

La implementación de un Código de
Menores que reúna todos los asuntos
y materias dispersas en las leyes co-
munes y especiales, no sólo ayuda-
ría a la solución de los problemas
que atañen al menor, sino a efectivi-
zar los derechos contemplados en la
Constitución Nacional. La tendencia
actual en el Derecho de Menores es
la codificación, ya que la misma
obedece a un criterio objetivo, real y
concreto: “la protección integral del
m e n o r ” .

Han sancionado Códigos de menores,

del niño o de la infancia: Paraguay,
U r u g u a y, Guatemala, Ve n e z u e l a ,
Ecuador, Brasil, Colombia, Perú, Boli-
via, El Salvador.

En la Argentina es inminente la necesi-
dad de establecer un Código o un Es-
tatuto o Ley Orgánica Integral sobre
los menores para: ordenar, armonizar
y sistematizar todo lo referente a la
protección del menor disperso en dife-
rentes leyes. Su fundamento, además
de lo expresado precedentemente, es-
triba en tres premisas básicas: es “jus -
to, es útil, es necesario”.

En la República Argentina han sido mu-
chos los proyectos de Código del Niño,
empezando en el año 1916 con las ini-
ciativas de Gache y Bullrich; del diputa-
do Bard en el año 1925, en el mismo
año el del diputado Pinto; de los diputa-
dos Loyarte y González en 1932, del se-
nador Catillo en 1933, de Cool en el
mencionado año, del diputado Mouched
en 1937 y del diputado Cabral en 1941. 

Aún no se llegó a concretar ninguna
de estas iniciativas. Es aquí cuando
Osorio se pregunta: “¿Qué cosas gra -
ves serán las que en verdad interesen
a este pueblo tan rico, tan culto... y tan
descuidado?”3.

Importancia de los servicios técnicos
auxiliares para la efectivización del
Tribunal de Menores

Es imposible reunir en una sola perso-
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na la extensa gama de conocimientos
necesarios, para atender al menor idó-
neamente, pese, en muchos casos, a la
especialización del magistrado.

Es necesario dotar a los tribunales de
menores de personal técnico con capa-
cidad suficiente sobre los distintos as-
pectos que atañen a la realidad de los
niños.     

Este servicio, técnico-profesional, de-
berá integrarse en forma interdiscipli-
naria con profesionales, no solamente
del campo del derecho sino también, y
en forma complementaria, con médi-
cos, psicólogos y asistentes sociales;
sin desmerecer en lo enunciativo otras
profesiones, que también pueden cola-
borar en una sana política de la mino-
ridad al ejercer funciones de auxiliares
de los organismos jurisdiccionales y
administrativos, de protección de los
menores en el campo de la prevención
general y especial; en la aplicación de
los tratamientos de rehabilitación y
readaptación de los menores y en la
organización de los servicios sociales
de menores; así como también en la
resolución alternativa de conflictos. Es-
ta última podría ser una medida previa
a cualquier etapa procesal normal.

Ultimamente, está siendo utilizada
en los EE.UU. de América, sobre to-
do en un aspecto que hace al menor
y que se refiere a los conflictos que

tiene éste en el medio educativo.         

El Código de Menores del Perú de
1962 se refiere a ellos denominándo-
los: “Gabinetes de Observación y
Orientación”.

Estos servicios, consigna, contarán con
médicos, psicólogos, pedagogos espe-
cializados, asistentes sociales, a fin de
poder realizar un estudio del menor
desde diferentes puntos de vista y tra-
zar el diagnóstico de su personalidad. 

Asimismo, el Código del Menor de la
República del Paraguay se divide en
seis libros. El primero dedicado a la
protección del menor, el segundo al
trabajo de los menores y mujeres
grávidas o con hijos lactantes; el ter-
cero referido a los menores en situa-
ción irregular; el cuarto concern i e n t e
a la jurisdicción especial de menores
y el sexto dedicado al Organismo
Administrativo (Dirección General
de Protección de Menores). Este Có-
digo fue sancionado por ley 903 del
10/12/814.

Nuevas tendencias en la justicia de
menores   

El Derecho Procesal de Menores es
una disciplina autónoma ya que se di-
ferencia en cuanto a sus fines y objeti-
vos específicos, así como también de
principios propios, de otras  ramas del
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4 El Código de Menores tendrá por finalidad formular, reglamentar y proteger el derecho del menor
a vivir en condiciones que le permitan llegar a su completo y normal desarrollo físico, intelectual y
moral (XI Congreso Panamericano del Niño, Bogota).
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Derecho, y además porque sus normas
obedecen a un plexo valorativo que
opera pendularmente y en forma com-
pleja en el campo del Derecho Civil,
como en el campo del Derecho Penal.       

El proceso de menores es un tipo par-
ticular de proceso, ni civil, ni penal:
“de menores”. Es un proceso sin par-
tes, no podemos hablar aquí de con-
flicto de intereses, porque el único inte-
rés del Estado es la “protección inte -
gral del menor”5.

La moderna victimología ha avanza-
do de tal manera que antes estaba
fuera del proceso la víctima; y ahora
está en el mismo; esto también hizo
ganar espacio al Derecho de Meno-
r e s .

De ahí que confirmando los párrafos
precedentes, actualmente se revela un
cambio trascendente en la concepción
de la infancia.

Constituye un desafío para los jue-
ces y operadores del Derecho, que
se reconozcan a los niños y adoles-
centes en la actuación judicial como
verdaderos “protagonistas activos” ,
con participación plena, capaces de
modificar la realidad social que vi-
v e n .

También se debe señalar que una fun-
ción esencial de la Justicia de Menores
es efectivizar los derechos humanos,
consagrados en la Constitución Nacio-

nal y en los tratados con igual rango. 

Es decir, el juez debe buscar una pre-
vención del conflicto posible o una so-
lución de contenido inmediato.

Hoy por hoy, los jueces y abogados
que actúan en el campo del Derecho
de Familia y de Menores, se enfrentan
con una realidad compleja que los
obliga, ante lagunas de normas lega-
les, a dar soluciones mágicas para
asegurar los derechos del niño y la fa-
milia.

El concepto de “familia” ha cambiado,
y hoy no tenemos aquel modelo único
y típico de familia, el paisaje familiar
nos muestra un panorama distinto del
que vivieron nuestros progenitores, es-
to lo demuestra la legislación vigente
que, aunque lenta, trata de adecuarse
a estos nuevos tiempos. 

Hablamos de “familias ensambladas”,
es decir aquellas que se constituyen
cuando uno o ambos integrantes de la
pareja tienen hijos de una unión ante-
rior.

Estas familias plantean conflictos entre
la nueva familia y las precedentes en
materia, por ejemplo, de concurrencia
alimentaria, régimen de visitas o auto-
ridad paternal, que los abogados de-
ben presentar y los jueces resolver,
priorizando el interés superior del me-
nor, haciéndolo menos vulnerable al
mismo, respaldándose en las normas

DERECHO PRIVADO 41

R e v i s t a
JURIDICA

5 D’Antonio, Daniel Hugo, “Derecho de Menores”, Edición, 1994, Edit. Dalma, pág. 365.
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constitucionales y en los tratados perti-
nentes.

Es decir que ante el vacío l e g i s l a t i v o ,
los jueces deben resolver el conflicto,
mediante la fórmula “el interés supe -
rior del niño”, que aunque muchas
veces peca de riesgosa y discrecional,
es necesario establecer un parámetro
ante tanta falta de legislación. Entien-
do que el “interés superior del niño”
constituye un principio garantista en
cuanto representa los derechos del ni-
ño como persona. 

La justicia de Menores y de Familia se
encuentra con la tarea de armonizar
los principios de identidad, de libertad
y respeto del otro.  

La tendencia actual en materia de con-
flictos familiares es impulsar “formas
no adversariales de resolución de con -
flictos” como es la “mediación fami-
liar”, para que las propias partes asu-
man la responsabilidad en la solución
del conflicto.

Es decir, la idea es acercar a las par-
tes y lograr el consenso y participación
en las soluciones posibles. De ahí la
importancia de la resolución alternati-
va, donde juega la mediación, nego-
ciación y el arbitraje.

El proceso judicial de menores requie-
re un cambio trascendente, es necesa-
rio un tratamiento especial y profundi-
zado. Los niños no pueden estar en un
segundo plano, no pueden seguir sien-
do materia pendiente para gobernan-
tes y legisladores.

En el proceso, cualquiera fuere el
mismo, debe no ser considerado al
menor como un objeto o materia del
mismo, sino como sujeto al que se le
debe protección; garantizándoles
sus derechos, que los tiene que go-
zar como tales. 

Es preciso “justicia especializada”6

con una estructura propia y adecua-
da y acompañada de especialistas
técnicos y un procedimiento en el
que se respeten los principios de
concentración, inmediación y eco-
nomía procesal.

Para ello se hace necesaria la capa-
citación de los distintos estamentos
administrativos desde los funciona-
rios, auxiliares de distintos rangos;
para lo cual deberán implementarse
los programas respectivos en las dis-
tintas escuelas judiciales. Sin efecti-
vidad y rapidez, si el servicio de jus-
ticia llega tarde a situaciones de pe-
ligro inminente, no sirv e .
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6 El Encuentro Nacional de Magistrados y Funcionarios de la Justicia de Menores (Santa Fe, 1980)
recomendó el establecimiento de tribunales de Menores en todas las Provincias que no lo tienen, así
como en la Capital Federal. Esta recomendación fué reiterada “enfáticamente” en el II Encuentro, ce-
lebrado en Buenos Aires en 1981. También el XI Congreso Nacional de Derecho Procesal (La Plata,
1981) propició la creación de tribunales de menores, dotados con equipos humanos interdisciplina-
rios  y materiales, y la sanción de las legislaciones o estatutos complementarios.

PAG. 37 a 46  5/2/06  4:19 PM  Page 42 ramon OMEGA:zzlibros 2003:Rev. JURIDICA (7) 2003:Libro Armado:



El litigio como forma de solución de
conflictos 

Abogados y jueces provienen de un
tronco común que después se diversifi-
ca entre las variadas ramas que ofrece
la profesión: una de ellas es el litigio
ante los Tribunales.

La cantidad de asuntos que el crecien-
te número de nuevos abogados (alre-
dedor de mil al año) conduce a los Tri-
bunales, contribuye a la asfixia del sis-
tema e influye la calidad y oportuni-
dad de las respuestas judiciales.

El litigio, con su sistema adversarial de
ganadores y perdedores en el que el
abogado es protagonista, predomina
de modo incontrastable como método
de solución de los más variados con-
flictos.

Suele advertirse la promoción de ma-
los litigios, frívolos y hasta fraudulen-
tos. Los abogados son una pieza im-
portante, si no determinante, del siste-
ma de justicia. Son los primeros jueces
que conocen de los conflictos, sin em-
bargo no desincentivan el litigio como
forma de solución de los mismos, a pe-
sar de ser reconocidamente costoso,
penoso, destructivo e ineficiente y a
pesar de que no altera las causas de
las controversias. 

Algunos autores afirman que ¡hay que
despertar a la justicia existente!, pues
hemos llegado a ser ciegos de cómo se

perjudica la vida de las personas
cuando se llevan los conflictos huma-
nos a la justicia.

Uno de los grandes desafíos o misión
de futuro para el presente milenio es,
en mi opinión, trabajar en opciones
para hacer una sociedad menos liti-
giosa; en que se resuelvan en lo posi-
ble los problemas sin necesidad de ir a
los tribunales, retornar a éstos al equi-
librio de lo absolutamente necesario,
atendida su importancia y legitimidad
social como forma de solución de con-
troversias.

Aproximarnos a un sistema en el que
la función del profesional del derecho
sea, como sugería el abogado Gand -
hi, “unir a las partes más que imponer
mediante la fuerza del derecho deci -
siones judiciales vencedoras”. 

Función de la justicia 

La misión que se asigna al Poder Judi-
cial es la de administrar justicia, o co-
mo expresa la Constitución Política del
Estado: “conocer de las causas civiles
y criminales, resolverlas y hacer ejecu -
tar lo juzgado”. Esta función se cumple
mediante la búsqueda de la verdad y
la declaración del derecho, en el con-
texto de un debido proceso. “El énfasis
en la resolución de los conflictos” lo
puso hace algún tiempo en una entre-
vista de prensa el actual presidente de
la Corte Suprema de Chile, don Mario
Garrido Montt7.
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El interés de la gente no está centrado
en decisiones judiciales, apoyadas en
aproximaciones a los valores de ver-
dad y justicia, sino en la resolución de
sus conflictos en lapsos razonables;
esa amplísima tipología de controver-
sias, que las partes no pudieron o no
quisieron solucionar directamente.

Los jueces trabajan precisamente el
conflicto humano, individual o colecti-
vo, con sus componentes de variados y
agudos intereses contrapuestos, pasio-
nes, engaños, odios, violencia y otros
ingredientes del mismo.

En particular, en materia de menores o
cuestiones de familia por sobre todo,
lo que hay que tener en cuenta es la
“singularidad de los casos”. No hay
dos experiencias iguales, en especial
cuando hablamos de  conflictos de me-
nores, cada uno es “especial”, cada
cual tiene un contexto familiar, social,
económico, cultural diferente del otro.
La función del juez es, precisamente,
aplicar las generalizaciones de la ley,
pero siempre teniendo en cuenta la
complejidad de las circunstancias y el
caso en particular.

El juez tiene que valorar cada prueba,
cada actuación como única y con una
visión amplia y circunstanciada de los
hechos y siempre  priorizando el inte-
rés del menor, dándole lugar protagó-
nico.                    

La función de la justicia de menores 

En estos tiempos se revela un cambio
trascendente en la concepción de la i n-

fancia, constituye un desafío para
los jueces y operadores del derecho
que se reconozca a los niños y ado-
lescentes en la actuación judicial, co-
mo verdaderos “Protagonistas Acti-
vos”, participativos, creativos y ca-
paces de modificar la realidad social
que viven.

Una función esencial de la justicia de
Menores es hacer efectivos los dere-
chos humanos, consagrados en los tra-
tados de rango constitucional.

Es la justicia la que tiene la misión
de acercar a la realidad lo que pro-
meten las normas constitucionales al
niño, tanto respecto a los derechos
civiles, como en relación a los dere-
chos económicos, sociales y cultura-
les; es decir, el juez debe buscar una
solución mínima de contenido inme-
d i a t o .

Protección del niño. Violencia.
Intervención Estatal

Dentro de los distintos aspectos en
los cuales la justicia de menores
cumple una función protectora de la
niñez, es importante puntualizar es-
pecialmente el maltrato y la violencia
infantil; es decir, cuando sus propios
progenitores son los autores de actos
de violencia.

Si bien los padres son los que eligen
la forma de criar y educar a sus hi-
jos y tiene el pleno de derecho de co-
rrección, y el Estado es sólo un mero
espectador en cuanto al cumplimien-
to de esa función, a menos que se
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ponga en peligro la vida, la salud o
integridad psicofísica del menor. En es-
te caso son los jueces de menores los
que deben pasar por encima de los
padres y adoptar las medidas necesa-
rias en protección del menor.

Hoy en día el término “maltrato infan-
til”, se lo toma en sentido amplio; es
decir, no se refiere exclusivamente a
las formas clásicas de maltrato físico y
emocional, negligencia, abandono y
abuso sexual; actualmente se incluye
en este término una fuente importante
de victimización del niño, cuando los
padres se disputan su cuidado sin
atender a sus necesidades y bienestar,
cuando los retiene indebidamente o los
trasladan privándolo de la relación y
trato con el otro progenitor.

En nuestro país ha aumentado nota-
blemente la visibilidad del fenómeno y
se ha permitido adoptar las medidas
de protección y tratamiento de estos
conflictos familiares. 

En este contexto social, educativo y te-
rapéutico se busca evitar la judicializa-
ción de las situaciones de maltrato y
como primera medida intervienen los
auxiliares de justicia, técnicos, espe-
cialistas que pertenecen a servicios so-
ciales como ser psicólogos, terapeutas,
asistentes sociales, psicopedagogos,
cuyo objetivo es construir las solucio-
nes posibles con la participación y
cooperación de los padres, incluso del
propio niño.

Sólo cuando es imposible llegar a un
acuerdo con los padres continúan los

hechos de violencia, no se respetan
las pautas convenidas o es indispen-
sable tomar medidas de amparo, re-
cién entonces interviene el Poder Ju-
dicial. 

En este sentido ¿cuál sería la medida
más conveniente que habría de to-
marse? Luchar por la perm a n e n c i a
del niño en la familia nos hace pen-
sar en la recuperación de los víncu-
l o s .

El separar al niño de su grupo familiar
sería el camino más rápido y fácil, pe-
ro no por eso lo mejor para el niño,
pues quedaría internado y al margen
de la sociedad. Es claro que ante situa-
ciones riesgosas y de peligro para el
niño, debe ordenarse la exclusión del
hogar del autor de tales episodios.

Si por circunstancias varias es imposible
la permanencia del niño junto a su fa-
milia y es necesario el apart a m e n t o
temporáneo, la opción sería la solidari-
dad de algún pariente o amigo de la fa-
milia, etc. Habría que desterrar la idea
de una internación en algún instituto,
sería una segunda victimatización del
niño.  

Modernización de los procesos de
menores

El proceso judicial de menores requie-
re un cambio trascendente, es necesa-
rio un tratamiento especial y profundi-
zado. Los niños no pueden estar en un
segundo plano, no pueden seguir sien-
do materia pendiente para gobernan-
tes y legisladores.
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En el proceso, cualquiera fuere el
mismo, debe no ser considerado al
menor como un objeto o materia del
mismo, sino como sujeto al que se le
debe protección garantizándole sus
derechos, que los tiene que gozar co-
mo tales. Es preciso “justicia especia-
lizada” con una estructura propia y
adecuada y acompañada de espe-
cialistas técnicos y un procedimiento
en el que se respeten los principios

de concentración, inmediación y eco-
nomía procesal. Para ello se hace ne-
cesaria la capacitación de los distin-
tos estamentos administrativos desde
los funcionarios, auxiliares de distin-
tos rangos, para lo cual deberán im-
plementarse los programas respecti-
vos en las distintas escuelas judicia-
les. Sin efectividad y rapidez el serv i-
cio de justicia, si llega tarde a situa-
ciones de peligro inminente, no sirve.   
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